REVISION JUDICIAL Y POR CONTRARIO IMPERIO
DE LOS ACTOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Por
MANUEL ALONSO OLEA

En el nimero 1 de la REVISTA DE ADMINISTRACION PUBLICA, afio
1950, publiqué un trabajo, mi primer trabajo, sobre La revocacion de
los actos administrativos en materia de personal. El acto de contrario
imperio ante el recurso de agravios. Ahora, ciento cincuenta nimeros
después del primero de la REVISTA y cincuenta afios después de éste y
mios, vuelvo brevemente sobre el tema, en otro contexto.

Lo que para mi, por lo dicho, conmemora la efeméride, y lo que
en general demuestra la persistencia en el tiempo de los problemas
juridicos.

Demostracion adicional de esto ultimo es que en 1993 va volvi so-
bre el tema (en los Estudios sobre la proteccion juridica del ciudada-
no, en homenaje a Jesus GONZALEZ PEREZ), tomando por base el
desconsiderado obiter dictun de la Sentencia del Tribunal Constitu-
cional 15/1991 y de la confusién que de ella derivaba entre la revoca-
cién en general de actos y la singularisima revocacién de los deriva-
dos de la revisién de incapacidades permanentes, tipo de actos
ambos de la Administracién de la Seguridad Social; cuestién ésta ya
olvidada puesto que se superd la confusién y sobre la que no volveré
sino episédicamente.

Por otro lado, la Sentencia 15/1991 fue dictada aplicando un Tex-
to Articulado de la Ley de Procedimiento Laboral (el aprobado por
Real Decreto Legislativo 521/1990, de 27 de abril) hoy derogado y
sustituido por otro Texto, Refundido ahora (el aprobado por Real
Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril; en adelante, LPL).

Acabo ya con esta excesiva introduccién.

* * *

El articulo 145 de la LPL:

— De un lado (ndm. 1), nos dice que «las entidades gestoras o
los servicios comunes (1) [de la Seguridad Social] no podran revisar

(1) Son entidades gestoras el Instituto Nacional de la Salud, el Instituto de Emigra-
cién y Servicios Sociales, el Instituto Nacional de Empleo y el Instituto Social de la Mari-
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por si mismos, sus actos declarativos de derechos en perjuicio de sus
beneficiarios, debiendo, en su caso, solicitar la revisién ante el Juz-
gado Social competente mediante la oportuna demanda que se diri-
gira contra el beneficiario del derecho reconocido».

— De otro (nim. 2), nos continia diciendo que «se exceptian de
lo dispuesto en el apartado anterior, la rectificacién de errores mate-
riales o de hecho y los aritméticos, asi como las revisiones motivadas
por la constatacién de omisiones o inexactitudes en las declaracio-
nes del beneficiario».

La regla general transcrita de la LPL, articulo 145.1, deriva inme-
diatamente de la (enésima] (2) Ley de Bases de Procedimiento Labo-
ral (7/1989, de 12 de abril), con antecedentes remotos en nuestro or-
denamiento juridico, que se remontan a la Ley Organica de la Juris-
diccién Contencioso-Administrativa de 1888, reformada en 1904.

Voy a concentrarme sobre la excepcién (3), que es el tema bata-
llén y con jurisprudencia constante, quizi porque su uso amplio re-
lega mas y mas a un segundo plano la regla general. Un jurista prac-
tico diria que la cuestién es cuando la Administracién puede revisar
o revocar por si misma sus actos, y no cuando no puede hacerlo. Por
lo demas, téngase en cuenta que cuando la Adminisiracién de la Se-
guridad Social revisa o revoca por si misma, tales actos son impug-
nables ante el Juez de lo Social, con lo que la posibilidad y la legali-

dad de la revisién o de la revocacién se examinan ex-post, ya que no
ex-ante.

Quede‘una vez mas dicho que la revisién de los grados de inca-
pacidad permanente tiene su régimen especial, entre otros extre-
mos caracterizado porque puede realizarse —por agravacién, mejo-
ria o error de-diagnéstico— en cualquier tiempo, en tanto el inca-
pacitado no haya cumplido sesenta y cinco afios —conforme a los
articulos 143.2 y 161.1.a) de la Ley de Seguridad Social, Texto Re-
fundido, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de ju-
nio—.

Repasemos, pues, los actos que, segin la jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo, entran dentro de la excepcién vy, en concreto, de la

na; con seguridad lo sigue siendo el INSALUD, pese al desgajamiento de la asistencia sani-
taria, que ha dejado técnicamente de ser parte integrante de la Seguridad Social. Servicio
comun lo es la Tesoreria General de la Seguridad Social.

(2) Fue la primera, la Ley de 24 de abril de 1958, que ordené y autorizé la refundi-
cién de las normas procesales sociales; de donde la primera Ley de Procedimiento Labo-
ral, Texto Refundido de 4 de julio de 1958.

(3) Sobre la regla general, remito a la aportacién citada a los Estudios en homenaje a
Jesus GONZALEZ PEREZ, ¥y a ALONSO OLEA-MINAMBRES PUIG, Derecho Procesal del Trabajo,
pags. 239-241.
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revisién motivada «por la constatacién de omisiones o inexactitudes
en la declaracién del beneficiario», amplisimamente concebidas és-
tas, como se vera inmediatamente.

Son revisables por contrario imperio sin tener que acudir a revi-
sién judicial:

1.° Las relativas a los errores que se hayan podido cometer al
revalorizar las pensiones (STS en unificacién de doctrina [ud en ade-
lante] de 25 de abril de 1997 [Ar. 3499]).

2° Las relativas a la percepcién indebida de «complementos de
minimos» de pension (STSud de 24 de julio de 1995 [Ar. 8394)).

3.° Las relativas a prestaciones por desempleo (STSud de 30 de
mayo de 1996 [Ar. 4685]) v, en especial, porque de hecho se esté su-
perando el minimo de ingresos en virtud del cual puede percibirse la
prestacién asistencial por desempleo (STSud de 22 de diciembre de
1997 [Ar. 9525]).

4.° Lasrelativas a las pensiones que excedan del maximo autori-
zado para cada afo para las publicas por las Leyes de Presupuestos;
revision directa para el futuro porque para el reintegro de lo indebi-
damente percibido de la pensién es necesario acudir al juez, confor-
me a la regla general (STSud de 28 de enero y 12 de mayo de 1998
[Ar. 6 y 4334]). Pero esta aplicacién de la regla general tiene numero-
sas excepciones, entre ellas la relativa a la percepcién indebida del
complemento de minimos de pensién, caso en el cual el INSS puede
«no sélo modificar de oficio la prestacién ... sino también reclamar
el reintegro» de lo indebidamente percibido (entre otras, STSud de
19 de enero de 1999 [Ar. 1019] y las que cita).

5.° La calificacién de una enfermedad como comin, si la enti-
dad gestora constata en el expediente que es profesional (STSud, en
Sala General, de 26 de enero de 1998 [Ar. 1055]); importante y bien
fundada sentencia ésta de cuyo contenido debe resaltarse el de su
considerando 3.°.3, conforme al cual la prohibicién de revocacién
—siempre teniendo en cuenta las excepciones de la LPL, art. 145.2—
sélo es aplicable a aquellos actos declarativos de derechos en los que -
Ja revocacién opere en perjuicio de sus beneficiarios.

6.° En general, aquellas que deriven de los cambios de circuns-
tancias en las cargas familiares influyentes sobre la prestacién o su
cuantia (STSud de 21 de marzo de 1994 [Ar. 2177]).

Creo que, vista la latitud de las excepciones, se confirma la afir-
macién hecha al principio de que éstas son tan variadas vy en supues-
tos de tan frecuente uso que la regla general queda relegada a un se-
gundo plano y solo aplicable a casos gruesos en los cuales la eviden-
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cia de la necesidad de su uso —por ejemplo, revocar sin mas el acto
de reconocimiento de una pensién— es tal que por la Seguridad So-
cial se acude al juez a pedir la revocacién; con lo que, esto aceptado,
el tema de si son revocables 0 no tiene jurisprudencia escasisima.

Por otro lado, precisamente ante la frecuencia de las revocacio-
nes de oficio, se ha considerado necesario regular un procedimiento
administrativo para atenderlas, de forma que no se puedan hacer
sino en virtud de una resolucién fundada y tramitado un expediente
del cual es requisito esencial la audiencia del interesado (4).

Es conveniente decir para concluir, aunque el tema sea mas de
Derecho sustantivo que de procesal, que la LPL s6lo contiene un pla-
zo de prescripcién para lo que denomina «accién de revisién», esto
es, para la peticién al juez de que revise el acto declarativo de dere-
chos; cinco anos, conforme a la LPL, articulo 145.3. Dies a quo ha de
ser el de la fecha de notificacién de los actos que revisa. No contiene,
en cambio, plazo de prescripcién respecto de la actuacién adminis-
trativa de revisién por contrario imperio. La aplicacién analégica del
de cinco afios parece obligada, salvo quiza la de los «errores ... arit-
méticos...», en los cuales pareceria como si la revisién fuera posible
en cualquier tiempo.

Pero, en relacién con lo anterior, téngase en cuenta que el interés
de la Seguridad Social en revisar —paralelo al del beneficiario en
que no se revise— esta en que se reintegren —o dejen de reintegrar-
se— cantidades indebidamente percibidas. Y para esto entra en jue-
go otro plazo de prescripcién distinto, pero también de cinco afos;
tal es, en efecto, el plazo conforme al articulo 45.3 de la Ley de Segu-
ridad Social (apartado éste del nimero 3 anadido por el articulo 37
de la Ley «de Acompanamiento» [66/1997, de 30 de diciembre] a la
de Presupuestos Generales del Estado para 1998).

A punto de cerrar este breve trabajo, leo la Sentencia del Tribunal
Supremo (Sala Cuarta, en unificacién de doctrina, de 16 de abril de
1999 [Ar. 4426)), de relativa extensién, que trata de uno de los su-
puestos de revocacién por contrario imperio de acto de la Seguridad
Social que jurisprudencia anterior ha demostrado ser de los mas fre-
cuentes.

El inciso inicial del considerando 1.° de la Sentencia nos deja ex-
puesto con claridad la sustancia del caso, a saber:

(4) Reglamento aprobado por Real Decreto 148/1996, de 5 de febrero, desarrollado
por Orden Ministerial de 17 de junio de 1997.
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«La cuestioén litigiosa [es] determinar si las entida-
des gestoras de la Seguridad Social ostentan facultad
para acordar...»

[... Por contrario imperio sin necesidad de acudir al
juez previamente y sin perjuicio de que éste conozca
a posteriori del caso...]

«... El reintegro de cantidades en los casos de per-
cepcién indebida del complemento [de pensién] por
minimos cuando el beneficiario ha incumplido la obli-
gacion de declaracién anual de ingresos...»

... Cuya cuantia es la determinante de que en aquel
momento pueda o no percibirse.

Asi planteado el caso, la sentencia nos dice, con cita de hasta
ocho anteriores, «entre otras», que la jurisprudencia tiene va decla-
rado «que carece de fundamento ... el fraccionamiento que se hace
en la sentencia recurrida para entender que la entidad gestora esta
facultada para revisar la pensién, pero no para llevar a efecto el rein-
tegro que de tal revisién resulta».

Esta, pues, la Entidad gestora facultada para revisar por si y con
el doble efecto que acaba de mencionarse; para el futuro, puesto que
dejara de abonar al beneficiario el complemento de minimos que le
habia reconocido; para el pasado, porque declarard e impondra la
obligacién de que devuelva lo indebidamente percibido.

Decir otra cosa supondria:

— Ir contra la jurisprudencia consolidada, de la que son ejemplo
las sentencias que, entre otras, se citan.

— No cumplir con lo dispuesto en los Decretos anuales de reva-
lorizacién —la sentencia cita los de los anos 1996, 1997 y 1998— de
pensiones, que son los que establecen los minimos, y, si se quiere y la
sentencia lo quiere, las Leyes de Presupuestos Generales del Estado,
de las que cita la 5/1990, de 29 de junio, de Presupuestos para 1990,
v la 16/1996, de 13 de diciembre, de Presupuestos para 1997, a tenor
de cuyos articulos 46.3 y 40.3, respectivamente, el incumplimiento
por el perceptor de minimos de su obligacién de declarar la cuantia
de sus rentas «dara lugar al reintegro de las cantidades indebida-
mente percibidas».

Podria haber afadido, y la cita hubiera sido quiza mas significati-
va y pertinente, que, como se vio, entre las excepciones que a la regla
general del articulo 145.1 LPL se contienen, en el numero 2 citado,
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«las revisiones motivadas por la constatacién de omisiones o inexac-
titudes en las declaraciones del beneficiario».

De forma que, para concluir, ciento cincuenta ndmeros y cin-
cuenta afos después, la revocacién de los actos administrativos
—aun restringiendo su estudio a un campo tan concreto como en el
que nos hemos movido— sigue dando juego, y mucho e importante;
lo que, si menester fuera, justifica el que, afios pasados y nimeros
publicados, se vuelva sobre ella.

12



	Inicio
	Artículo siguiente
	Artículo anterior
	Ayuda
	1950-2003
	1950-1959
	1950
	Núm. 1. Enero-Abril
	Núm. 2. Mayo-Agosto
	Núm. 3. Septiembre-Diciembre

	1951
	Núm. 4. Enero-Abril
	Núm. 5. Mayo-Agosto
	Núm. 6. Septiembre-Diciembre

	1952
	Núm. 7. Enero-Abril
	Núm. 8. Mayo-Agosto
	Núm. 9. Septiembre-Diciembre

	1953
	Núm. 10. Enero-Abril
	Núm. 11. Mayo-Agosto
	Núm. 12. Septiembre-Diciembre

	1954
	Núm. 13. Enero-Abril
	Núm. 14. Mayo-Agosto
	Núm. 15. Septiembre-Diciembre

	1955
	Núm. 16. Enero-Abril
	Núm. 17. Mayo-Agosto
	Núm. 18. Septiembre-Diciembre

	1956
	Núm. 19. Enero-Abril
	Núm. 20. Mayo-Agosto
	Núm. 21. Septiembre-Diciembre

	1957
	Núm. 22. Enero-Abril
	Núm. 23. Mayo-Agosto
	Núm. 24. Septiembre-Diciembre

	1958
	Núm. 25. Enero-Abril
	Núm. 26. Mayo-Agosto
	Núm. 27. Septiembre-Diciembre

	1959
	Núm. 28. Enero-Abril
	Núm. 29. Mayo-Agosto
	Núm. 30. Septiembre-Diciembre


	1960-1969
	1960
	Núm. 31. Enero-Abril
	Núm. 32. Mayo-Agosto
	Núm. 33. Septiembre-Diciembre

	1961
	Núm. 34. Enero-Abril
	Núm. 35. Mayo-Agosto
	Núm. 36. Septiembre-Diciembre

	1962
	Núm. 37. Enero-Abril
	Núm. 38. Mayo-Agosto
	Núm. 39. Septiembre-Diciembre

	1963
	Núm. 40. Enero-Abril
	Núm. 41. Mayo-Agosto
	Núm. 42. Septiembre-Diciembre

	1964
	Núm. 43. Enero-Abril
	Núm. 44. Mayo-Agosto
	Núm. 45. Septiembre-Diciembre

	1965
	Núm. 46. Enero-Abril
	Núm. 47. Mayo-Agosto
	Núm. 48. Septiembre-Diciembre

	1966
	Núm. 49. Enero-Abril
	Núm. 50. Mayo-Agosto
	Núm. 51. Septiembre-Diciembre

	1967
	Núm. 52. Enero-Abril
	Núm. 53. Mayo-Agosto
	Núm. 54. Septiembre-Diciembre

	1968
	Núm. 55. Enero-Abril
	Núm. 56. Mayo-Agosto
	Núm. 57. Septiembre-Diciembre

	1969
	Núm. 58. Enero-Abril
	Núm. 59. Mayo-Agosto
	Núm. 60. Septiembre-Diciembre


	1970-1979
	1970
	Núm. 61. Enero-Abril
	Núm. 62. Mayo-Agosto
	Núm. 63. Septiembre-Diciembre

	1971
	Núm. 64. Enero-Abril
	Núm. 65. Mayo-Agosto
	Núm. 66. Septiembre-Diciembre

	1972
	Núm. 67. Enero-Abril
	Núm. 68. Mayo-Agosto
	Núm. 69. Septiembre-Diciembre

	1973
	Núm. 70. Enero-Abril
	Núm. 71. Mayo-Agosto
	Núm. 72. Septiembre-Diciembre

	1974
	Núm. 73. Enero-Abril
	Núm. 74. Mayo-Agosto
	Núm. 75. Septiembre-Diciembre

	1975
	Núm. 76. Enero-Abril
	Núm. 77. Mayo-Agosto
	Núm. 78. Septiembre-Diciembre

	1976
	Núm. 79. Enero-Abril
	Núm. 80. Mayo-Agosto
	Núm. 81. Septiembre-Diciembre

	1977
	Núm. 82. Enero-Abril
	Núm. 83. Mayo-Agosto
	Núm. 84. Septiembre-Diciembre

	1978
	Núm. 85. Enero-Abril
	Núm. 86. Mayo-Agosto
	Núm. 87. Septiembre-Diciembre

	1979
	Núm. 88. Enero-Abril
	Núm. 89. Mayo-Agosto
	Núm. 90. Septiembre-Diciembre


	1980-1989
	1980
	Núm. 91. Enero-Abril
	Núm. 92. Mayo-Agosto
	Núm. 93. Septiembre-Diciembre

	1981
	Núm. 94. Enero-Abril
	Núm. 95. Mayo-Agosto
	Núm. 96. Septiembre-Diciembre

	1982
	Núm. 97. Enero-Abril
	Núm. 98. Mayo-Agosto
	Núm. 99. Septiembre-Diciembre

	1983
	Núm. 100. Enero-Diciembre

	1984
	Núm. 103. Enero-Abril
	Núm. 104. Mayo-Agosto
	Núm. 105. Septiembre-Diciembre

	1985
	Núm. 106. Enero-Abril
	Núm. 107. Mayo-Agosto
	Núm. 108. Septiembre-Diciembre

	1986
	Núm. 109. Enero-Abril
	Núm. 110. Mayo-Agosto
	Núm. 111. Septiembre-Diciembre

	1987
	Núm. 112. Enero-Abril
	Núm. 113. Mayo-Agosto
	Núm. 114. Septiembre-Diciembre

	1988
	Núm. 115. Enero-Abril
	Núm. 116. Mayo-Agosto
	Núm. 117. Septiembre-Diciembre

	1989
	Núm. 118. Enero-Abril
	Núm. 119. Mayo-Agosto
	Núm. 120. Septiembre-Diciembre


	1990-1999
	1990
	Núm. 121. Enero-Abril
	Núm. 122. Mayo-Agosto
	Núm. 123. Septiembre-Diciembre

	1991
	Núm. 124. Enero-Abril
	Núm. 125. Mayo-Agosto
	Núm. 126. Septiembre-Diciembre

	1992
	Núm. 127. Enero-Abril
	Núm. 128. Mayo-Agosto
	Núm. 129. Septiembre-Diciembre

	1993
	Núm. 130. Enero-Abril
	Núm. 131. Mayo-Agosto
	Núm. 132. Septiembre-Diciembre

	1994
	Núm. 133. Enero-Abril
	Núm. 134. Mayo-Agosto
	Núm. 135. Septiembre-Diciembre

	1995
	Núm. 136. Enero-Abril
	Núm. 137. Mayo-Agosto
	Núm. 138. Septiembre-Diciembre

	1996
	Núm. 139. Enero-Abril
	Núm. 140. Mayo-Agosto
	Núm. 141. Septiembre-Diciembre

	1997
	Núm. 142. Enero-Abril
	Núm. 143. Mayo-Agosto
	Núm. 144. Septiembre-Diciembre

	1998
	Núm. 145. Enero-Abril
	Núm. 146. Mayo-Agosto
	Núm. 147. Septiembre-Diciembre

	1999
	Núm. 148. Enero-Abril
	Núm. 149. Mayo-Agosto
	Núm. 150. Septiembre-Diciembre


	2000-2003
	2000
	Núm. 151. Enero-Abril
	Núm. 152. Mayo-Agosto
	Núm. 153. Septiembre-Diciembre

	2001
	Núm. 154. Enero-Abril
	Núm. 155. Mayo-Agosto
	Núm. 156. Septiembre-Diciembre

	2002
	Núm. 157. Enero-Abril
	Núm. 158. Mayo-Agosto
	Núm. 159. Septiembre-Diciembre

	2003
	Núm. 160. Enero-Abril
	Núm. 161. Mayo-Agosto
	Núm. 162. Septiembre-Diciembre



	Núm. 150 Septiembre-Diciembre 1999
	CUBIERTA Y PRIMERAS
	SUMARIO
	Nota introductoria
	M. Alonso Olea. Revisión judicial y por contrarío imperio de los actos de la Seguridad Social
	J. M.ª Boquera Oliver. Los contratos de la Administración desde 1950 a hoy
	M. F. Clavero Arévalo. La organización territorial del Estado desde 1950 al 2000
	T.-R. Fernández Rodríguez. Del servicio público a la liberalización desde 1950 hasta hoy
	A. Gallego Anabitarte. La influencia extranjera en el Derecho Administrativo español desde 1950 a hoy
	F. Garrido Falla. El Procedimiento Administrativo de 1950 a hoy
	R. Gómez-Ferrer Morant. Incidencia de la Constitución sobre el Derecho Administrativo
	J. González Pérez. Evolución de la legislación contencioso-administrativa
	L. Martín-Retortillo Baquer. Una bocanada de aire fresco
	S. Marttn-Retortillo Baquer. La ordenación jurídico-administrativa del sistema económico en los últimos cincuenta años
	P. Martín Martín. Reflexiones de un ex juez de lo contencioso-administrativo con motivo del cincuentenario de la «Revista de Administración Pública»
	R. Martín Mateo y F. Sosa Wagner. Cincuenta años en la Administración Local
	L. Martín Rebollo. Ayer y hoy de la responsabilidad patrimonial de la Administración: un balance y tres reflexiones
	J. M.ª Michavila Núñez. Con motivo del 50.º Aniversario de la «Revista de Administración Pública»
	L. Morell Ocaña. La organización y las formas de gestión de los servicios en los últimos cincuenta años
	R. Parada Vázquez. La degeneración del modelo de función pública
	M. Pérez Olea. El entorno de la «Revista de Administración Pública» en sus primeros años
	F. Sainz Moreno. El dominio público: una reflexión sobre su concepto y naturaleza, cincuenta años después de la fundación de la «Revista de Administración Pública»
	F. C. Sainz de Robles. Las transformaciones de la función de juzgar a la Administración en los últimos cincuenta años
	J. A. Santamaría Pastor. El sistema de fuentes del Derecho en los primeros cincuenta años de vida de la «Revista de Administración Pública» 1950-1999
	J. M. Trayter Jiménez y B. Noguera de la Muela. Los jóvenes investigadores y la «Revista de Administración Pública»
	E. García de Enterría. Para una historia interna de la «Revista de Administración Pública»


